USO DE MENOR EN LA COMISIÓN DE DELITOS
RADICACIÓN:    66682600004820120060902
PROCESADO:     JUAN CARLOS MARTÍNEZ M. 
DECRETA NULIDAD TÉRMINO EJECUTORIA
A. N°34

NULIDAD DE TÉRMINO DE EJECUTORIA/ Precedente de la Corte Suprema de Justicia respecto a la inviabilidad del recurso de apelación frente a sentencias dictadas por Tribunales, así concedidas cuando se consideraban la primera sentencia condenatoria, obliga a retrotraer la actuación para habilitar el término para interponer el recurso de casación  

“Si bien esta Corporación en la sentencia proferida en el presente asunto, y en cumplimiento de lo ordenado por la H. Corte Constitucional en Sentencia C-762/14, ratificada en la SU-215/14, concedió el recurso de apelación a la defensa del condenado, tal postura no ha sido acogida por la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, al considerar que con tal decisión por parte de este Tribunal no solo se asumió una competencia que no ha sido conferida por la ley al Tribunal, sino que además se creó un recurso inexistente a partir de un trámite que no cuenta con soporte legal.

Como quiera entonces que las decisiones adoptadas por el órgano de cierre en materia penal conllevan a pregonar que no procedía el recurso de apelación que fue concedido por esta Sala en contra de la sentencia de condena proferida en contra del señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ MORALES -no obstante lo ordenado por la Corte Constitucional-, con miras a evitar el desgaste en la Administración de Justicia por cuanto de dársele trámite al mismo soportaría igual conclusión por parte de nuestro Superior, esta Corporación procederá a declarar igualmente y de manera oficiosa la nulidad del término de ejecutoria del fallo derivado de la concesión del recurso de apelación; y, en consecuencia, se dispondrá que contra la mencionada sentencia condenatoria solo procede el recurso de casación, para lo cual se ordenará correr los términos para su interposición de conformidad con lo reglado en el artículo 183 C.P.P., los cuales se surtirán a partir del día hábil siguiente al de la lectura de la presente decisión.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia de 27 de julio de 2016 -rad. 48442-.
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                                                                                                    RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
M.P. JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

    Pereira, once (11) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 714 

  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 12 de 2015 Hora: 10:10 a.m.

	Imputada: 
	Juan Carlos Martínez Morales

	Cédula de ciudadanía:
	1.093.222.133 de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delito:
	Uso de menores de edad para la comisión de delitos y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego

	Víctima:
	Menor M.V.LL. y la seguridad pública

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Asunto:
	Decreta nulidad del término de ejecutoria del fallo y se concede recurso de casación. 


1.- VISTOS 

Decide esta Corporación, de manera oficiosa, si decreta la nulidad del término de ejecutoria de la sentencia de condena de segunda instancia proferida en julio 19 de 2016 en contra del señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ MORALES.

2.- PRECEDENTEs Y CONSIDERACIONES
El señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ MORALES fue absuelto en primera instancia por el Juzgado Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en sentencia fechada noviembre 21 de 2013, frente a la cual la representante del órgano persecutor interpuso recurso de apelación que fue desatado por esta Corporación mediante sentencia de julio 19 de 2016, por medio de la cual se revocó la decisión adoptada por la a quo y se condenó al señor MARTINEZ MORALES a la pena de 171 meses de prisión e inhabilidad en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término.

En cumplimiento de lo ordenado por la H. Corte Constitucional en sentencia C-792/14 y al encontrarse vencido el plazo de un año que se concedió al Congreso de la República para legislar sobre dichos tópicos -abril 24 de 2016-, la Sala consideró que en contra del referido proveído procedía el recurso de apelación por ser la primera sentencia condenatoria dictada en el presente asunto, como así quedó plasmado en el referido fallo. Con fundamento en lo anterior, el defensor del condenado manifestó interponer dentro del término de ley el recurso de apelación.

Vencido el término de traslado para sustentar, se tuvo conocimiento que la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia al estudiar dos casos en los cuales por parte de este Tribunal se concedió recurso de apelación en sede de segunda instancia, se efectuó un llamado de atención por haberse otorgado la alzada al estar en contravía de la orientación de esa Alta Corporación, lo que conllevó al rechazo de los sendos recursos por ser improcedentes y a la declaratoria de nulidad del plazo de ejecutoria de los fallos, con lo cual quedó rehabilitado el término para interponer el recurso de casación, como único que permite la ley contra sentencias de segundo grado.

3.- SOLUCIÓN

Si bien esta Corporación en la sentencia proferida en el presente asunto, y en cumplimiento de lo ordenado por la H. Corte Constitucional en Sentencia C-762/14, ratificada en la SU-215/14, concedió el recurso de apelación a la defensa del condenado, tal postura no ha sido acogida por la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, al considerar que con tal decisión por parte de este Tribunal no solo se asumió una competencia que no ha sido conferida por la ley al Tribunal, sino que además se creó un recurso inexistente a partir de un trámite que no cuenta con soporte legal
.
Para llegar a tal determinación, la Alta Corporación tuvo como fundamento una anterior providencia, donde analizó la concesión del recurso de apelación que fuera otorgado por este mismo Tribunal, y que se convirtió en criterio hito para desatar asuntos como el que es ahora objeto de estudio, y donde textualmente se indicó:

“La Sala Plena de Corte Suprema de Justicia, en sesión de fecha 28 de abril de 2016, aprobó el comunicado 08/2016, en el que precisó que la pretensión de la Corte Constitucional, plasmada en la sentencia C-792 de 2014, de implementar, a partir del vencimiento del término de un  año, la impugnación en todos los casos en que se dictara sentencia condenatoria por primera vez, resultaba irrealizable, porque ni la Corte, ni autoridad judicial alguna contaba con facultades para introducir reformas o definir reglas que permitieran poner en práctica este derecho.    
5. En la misma dirección se ha pronunciado la Sala de Casación Penal, en el entendido que una orden de la naturaleza de la que contienen las sentencias C-792 de 2014 y SU-215 de 2016, requiere de una reforma constitucional y legal que solo puede adelantar el Congreso, por cuanto  implica suplir un déficit legal normativo que incluiría la redefinición de funciones, la creación de nuevos órganos judiciales y la redistribución de  competencias, entre otros aspectos.
   .    
6. En el caso que se estudia, el Tribunal Superior de Pereira, arrogándose competencias que no tiene, resolvió sustituir el recurso de casación por uno de apelación, y por esta vía, asignarle a esta Sala una competencia que la normatividad vigente no le otorga, con desconocimiento del ordenamiento procesal penal vigente, que no prevé el recurso de apelación contra sentencias de segunda instancia, ni habilita a la Sala para actuar como tribunal de apelación en estos casos […]”
   
Como quiera entonces que las decisiones adoptadas por el órgano de cierre en materia penal conllevan a pregonar que no procedía el recurso de apelación que fue concedido por esta Sala en contra de la sentencia de condena proferida en contra del señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ MORALES -no obstante lo ordenado por la Corte Constitucional-, con miras a evitar el desgaste en la Administración de Justicia por cuanto de dársele trámite al mismo soportaría igual conclusión por parte de nuestro Superior, esta Corporación procederá a declarar igualmente y de manera oficiosa la nulidad del término de ejecutoria del fallo derivado de la concesión del recurso de apelación; y, en consecuencia, se dispondrá que contra la mencionada sentencia condenatoria solo procede el recurso de casación, para lo cual se ordenará correr los términos para su interposición de conformidad con lo reglado en el artículo 183 C.P.P., los cuales se surtirán a partir del día hábil siguiente al de la lectura de la presente decisión.

3.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, DECRETA LA NULIDAD del trámite de ejecutoria de la sentencia dictada en julio 19 de 2016 contra el señor JUAN CARLOS MARTÍNEZ MORALES; y, en consecuencia dispone que a partir del día hábil siguiente al de la lectura de la presente decisión, corran los términos para la interposición del recurso de casación, conforme lo establecido en el canon 183 C.P.P.

Contra esta determinación procede el recurso de reposición.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE              JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
-con salvamento de voto-

 La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

� CSJ AP, 27 jul. 2016, Rad. 48442.


� CSJ AP, 18 de mayo de 2016, radicación 39156; CSJ AP3280-2016, 25 de mayo de 2016, radicación 37858, entre otras. 


� CSJ AP, 12 jul. 2016, Rad. 48012.





Página 1 de 5

